
T oda ley de contratación 
pública (obras, bienes, 
arrendamientos o ser-

vicios) debe quedar sometida 
a dos parámetros esenciales. 
El primero es de racionalidad 
económica. Para asegurar un 
mejor uso de recursos públi-
cos y obtener más por me-
nos es necesario, como cuan-
do una persona compra algo 
con su propio dinero, poner a 
competir a distintos provee-
dores o contratistas y elegir 
entre éstos a quien ofrezca 
la mejor propuesta en cuan-
to a precio, calidad, oportuni-
dad y confiabilidad. De otra 
manera la consecuencia más 
previsible es que el Estado 
termine pagando sobrepre-
cios, haciendo erogaciones 
por trabajos no realizados, 
contratando cosas que no ne-
cesita y lidiando con atrasos 
e incumplimientos. La au-
sencia de métodos competi-
dos también aumenta sensi-
blemente las probabilidades 
de que los funcionarios pú-
blicos, en contubernio con 
los agentes privados, incu-
rran en actos de corrupción 
y se enriquezcan a costa de 
la sociedad. El otro paráme-
tro es jurídico. La Constitu-
ción Política de nuestro País 
obliga a todos los poderes y 
órdenes de Gobierno a pri-
vilegiar la licitación pública 
con el fin de garantizar las 
mejores condiciones de con-
tratación, a utilizar correcta-
mente los recursos públicos 
y a no restringir el proceso 
de competencia y libre con-
currencia a través del otorga-
miento de ventajas exclusivas 
en perjuicio del público con-

sumidor (artículos 28 y 134 
constitucionales). 

Es cierto que existen ca-
sos donde no es viable licitar, 
por lo que es necesario recu-
rrir a mecanismos alternos 
de contratación, como sería 
el caso de la invitación res-
tringida o la adjudicación di-
recta. Por tratarse de una ex-
cepción a la regla debe existir 
una razón de por medio, por 
ejemplo, cuando sólo existe 
un proveedor en el merca-
do, el monto involucrado es 
relativamente bajo o existe 
la necesidad de atender sin 
demora alguna situación de 
caso fortuito o fuerza ma-
yor que ponga en peligro el 
orden social, entre otros su-
puestos válidos. Licitar tam-
poco es la panacea, hay que 
decirlo. Desafortunadamente, 
una práctica relativamente 
común en México es mani-
pular los requisitos y proce-
dimientos, o el mecanismo 
de evaluación, con el afán de 
beneficiar indebidamente a 
alguna empresa o grupo en 
particular y excluir a los de-
más interesados. Desde luego 
que hay que poner un foco 
ahí, pero independientemen-
te de ello, el punto de partida 
para establecer un sistema de 
contrataciones públicas ínte-
gro, eficaz y eficiente, como 
lo exige tanto la razón como 
la Constitución, es optar por 
la licitación como regla gene-
ral a menos que existan cir-
cunstancias específicas y jus-
tificadas que exijan otra vía. 

Recientemente, la legis-
latura del estado de Tabasco 
aprobó una reforma a sus le-
yes de obra pública y adqui-

siciones para romper flagran-
temente con estos principios, 
la cual quedó promulgada 
por el Ejecutivo estatal y pu-
blicada en el Periódico Oficial 
del estado el pasado 13 de oc-
tubre. Con ánimos de “ace-
lerar” proyectos energéticos 
mediante la simplificación de 
los procedimientos de con-
tratación, se añadieron su-
puestos de excepción a la li-
citación pública que podrían 
capturar casi cualquier cosa, 
tales como aquellos “proyec-
tos estratégicos que detonen 
el empleo y mejoren la in-
fraestructura impulsando el 
desarrollo económico del es-
tado”, así como todas las ad-
quisiciones, arrendamientos 
y servicios necesarios para 

“atender programas o proyec-
tos destinados a detonar el 
empleo, mejorar la infraes-
tructura e impulsar el desa-
rrollo económico y social del 
estado”. Estas excepciones, 
por su fraseo genérico y por 
la discrecionalidad que traen 
consigo, bien podrían con-
vertirse en la regla. La lógica 
es justamente la contraria: 
cuando se trata de proyec-
tos relevantes deben procu-
rarse con mayor razón mé-
todos abiertos, transparentes 
y competidos para que los 
proyectos —durante todo su 
ciclo de vida— salgan lo me-
jor posible. Ganar un poco 
de tiempo para inversiones 
de largo plazo y de alto im-
pacto es totalmente irrele-
vante. Las reformas están pu-
blicadas y, al margen de que 
pudieran ser controvertidas, 
corregirlas sería un ejercicio 
de honestidad y, sobre todo, 
de apego al interés común. 
Si bien un paliativo sería no 
usar ni abusar de esas nuevas 
excepciones, que mejor señal 
que el propio Congreso local 
enmiende la plana a través 
de una subsecuente reforma.
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Amparándose en los 
resultados de una 

“consulta popular” 
extralegal organizada por 
la Fundación Rosenblueth 
(entiéndase Morena) el 
Presidente Electo de Méxi-
co, Andrés Manuel López 
Obrador (AMLO), anun-
ció la cancelación del Nue-
vo Aeropuerto Internacio-
nal de México en Texcoco 
(NAIM). La noticia cayó co-
mo balde de agua helada en 
los mercados y en el sector 
productivo del País y pro-
vocó, el día que se anunció, 
una caída de 17 mil 512 mi-
llones de dólares del IPC en 
la BMV, 32% más de lo pre-
supuestado para el NAIM 
(Reforma 30/10/18). Con es-
ta decisión AMLO acaba de 
lastimar seriamente la con-
fianza de los inversionistas 
en su futuro Gobierno y la 
viabilidad económica de és-
te, aún antes de arrancar.

AMLO tendrá que ren-
dir cuentas ante la histo-
ria por la cancelación del 
NAIM. Con esta decisión 
priva al País de la posibili-
dad de avanzar en su com-
petitividad, productividad y 
generar crecimiento. Daña 
severamente la confianza 
en su Gobierno y afecta el 
riesgo país y consecuente-
mente el costo de la deu-
da. También tendrá que ha-
cer frente a un rosario de 
demandas legales que se-
guramente se le vendrán a 
partir de que sea Gobierno 
y formalice legalmente su 
decisión. No por nada, Ci-
tibanamex ha calificado la 
cancelación del NAIM co-
mo el “error de octubre”, 
en alusión al famoso “error 
de diciembre” de 1994, que 
produjo una devaluación de 
más de 100 por ciento.

¿Y a cuánto ascienden 
las obligaciones a pagar? Va-
mos viendo. El NAIM es un 
proyecto que está valorado 
en 13 mil millones de dóla-
res. Llevaba hasta el 29 de 
octubre un avance del 31.9% 
de acuerdo a Parsons, ge-
rente de proyectos. Para su 
financiamiento se contrató 
deuda por valor de 6.5 mil 

millones de dólares. Más del 
80% de ésta se ha obtenido 
mediante colocaciones en 
el mercado bursátil. Para 
su construcción se han sus-
crito más de 300 contratos.

Cuando se formalice la 
cancelación del proyecto se 
materializará un evento de 
incumplimiento de la deuda 
al amparo de los títulos de 
su colocación, lo cual im-
plicará su pago anticipado. 
Creer que una negociación 
y posible arreglo con los in-
versionistas para que aho-
ra participen en el proyec-
to Santa Lucía no detonará 
el incumplimiento de las 
obligaciones de pago exhibe 
desconocimiento de AMLO 
y su equipo de cómo funcio-
nan los mercados. 

También se le vendrán 
a AMLO y a su Gobierno 
una avalancha de deman-
das a partir del acto legal de 
cancelación. Los contratis-
tas afectados seguramente 
no se quedarán de brazos 
cruzados. Éstos y muchos 
inversionistas, en caso de 
no verse debidamente pa-
gados, demandarán. Además, 
el costo reputacional de este 
incumplimiento tendrá con-
secuencias en los mercados 
internacionales, en la califi-
cación de riesgo del País y 
por lo mismo en el costo de 
la deuda. Por todo lo ante-
rior es que BBVA Bancomer 
ha calculado el monto de la  
cancelación del NAIM en 
alrededor de 10 mil millo-
nes de dólares (1% del PIB). 

Por si fuera poco, el mé-
todo de la consulta popular 
utilizado por AMLO para 
justificar la cancelación del 
NAIM y el anuncio de que 
se seguirá usando a futu-
ro, ha puesto en alerta a la 
inversión privada quien se-
guramente perderá apetito 
para invertir en futuros pro-
yectos. Casos como el Refe-
réndum del Brexit, de cuyo 
resultado hoy se arrepien-
ten los británicos, da cuen-
ta de que temas complejos 
y trascendentes no deben 
ser opinables por el pue-
blo. Por eso, es que la OC-
DE y el banco de inversión 

JP Morgan han señalado 
que temas de infraestructu-
ra no deben ser sometidos a 
mecanismos de democracia 
participativa. 

Finalmente, habrá que 
ver si las aerolíneas acep-
tan la decisión política de 
AMLO. La corporación MI-
TRE —sin cuyo visto bueno 
no vuelan las principales ae-
rolíneas norteamericanas— 
en su momento manifes-
tó que ellos sólo validaban 
Texcoco y no a Santa Lu-
cía como aeropuerto viable. 
¿Se mantendrá esta opinión 
dados los riesgos que ha se-
ñalado implica el funciona-
miento simultáneo del Ae-
ropuerto de Santa Lucía y el 
actual Benito Juárez?

Todo lo anterior plantea 
muchas interrogantes so-
bre AMLO y su equipo ¿En-
tienden cómo funcionan los 
mercados? ¿Carlos Urzúa y 
Alfonso Romo —cabezas del 
futuro gabinete económico— 
tendrán la capacidad para 
calmarlos en caso de una 
eventual crisis? ¿Se darán 
cuenta que están ponien-
do en riesgo la viabilidad 
financiera de su Gobierno 
sin siquiera haber arranca-
do? ¿Contarán a futuro con 
la cooperación del sector 
privado para detonar las in-
versiones en infraestructura 
que impulsen el crecimien-
to económico que requiere 
el País? ¿Está de acuerdo el 
Ejército con este cambio ha-
cia la Base Militar de Santa 
Lucía? ¿Qué otras decisio-
nes someterán a consulta 
en el futuro?

En fin, que la decisión 
del NAIM es una pésima 
señal de mercado y acaba de 
dañar severamente la viabi-
lidad económica del Gobier-
no entrante. Para algunos, la 
misma recuerda la expro-
piación bancaria con José 
López Portillo, misma que 
a la postre unió al empresa-
riado contra un régimen au-
toritario y propició la transi-
ción a la democracia. Ade-
más, el hecho de que AMLO, 
para acabar con las ratas que 
decía había en el barco, haya 
decidido prenderle fuego a 
éste, ha encendido las alar-
mas respecto a su capacidad 
y la de su equipo para llevar 
a buen puerto al País.
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Gastan 23,500 mdp en coberturas 
BloomBerg

Al tercer trimestre del año, 
la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público ha gastado 
alrededor de 23 mil 500 mi-
llones de pesos (mil 200 mi-
llones de dólares) en el pro-
grama de coberturas petrole-
ras para 2019.

Aunque no se detalló la 
cantidad de crudo cubierto, 
se estima que el Gobierno 
puede estar cerca de concluir 
con la adquisición de estas 
coberturas ya que el monto 
es similar al del año pasado 
cuando gastó 24 mil 100 mi-
llones de pesos.

La mayor parte de ad-
quisición de coberturas para 
2019 se habría realizado en 
el segundo trimestre del año, 
de esta manera, el País habría 
gastado 13 mil 800 millones 
de pesos en las coberturas 
durante la primera mitad del 
año, lo que significa que en el 
tercer trimestre gastó 9 mil 
600 millones de pesos.

Si bien, esta acción le 
permitió garantizar los pre-
cios en el segundo trimestre, 

Critican política de adquisiciones de Infonavit

Piden mayor
transparencia
Destina instituto  
87% de recursos  
para pagar contratos  
sin licitación 

Nallely HerNáNdez

En el Infonavit, los contra-
tos adjudicados de mane-
ra directa no sólo pesan en 
cantidad, sino también en el 
monto de los recursos ejerci-
dos para pagarlos, por lo que 
organizaciones de trabaja-
dores piden mayor transpa-
rencia en sus adquisiciones 
y compras.

Y es que en 2017, mien-
tras que en el esquema de 
sondeos de mercado, que 
da paso a licitaciones abier-
tas, se ejerció 13 por ciento 
de los recursos implicados 
en el total de contratos fir-
mados ese año, el restante 
87 por ciento se fue a asig-
naciones directas.

Una revisión a los contra-
tos de 2017, publicados en el 
sitio del Infonavit, reveló que 

de un total de 7 mil 36 mi-
llones 989 mil 218 pesos que 
se pagaron por los 2 mil 854 
contratos firmados, 6 mil 125 
millones 222 mil 435 pesos se 
pagaron por convenios, pedi-
dos y concesiones, así como 
asignaciones directas.

Para miembros de la divi-
sión de trabajadores del Ins-
tituto, el tema de las irregula-
ridades en los contratos debe 
dar paso a modificar las Po-
líticas aplicables a las adqui-
siciones y arrendamientos de 
bienes y contratación de ser-
vicios vigentes.

Así lo señaló en agosto 
pasado la Federación de Tra-
bajadores del Estado de So-
nora CTM, a través de un do-
cumento enviado a los miem-
bros del Comité de Vigilancia 
del Infonavit.

“Los lineamientos y po-
líticas de adquisiciones son 
laxas y fomentan la corrup-
ción, deben ser más estrictos 
porque se prestan a simular 
necesidades para favorecer 
contrataciones de un produc-

to o servicio a una empresa o 
interés particular”, detalla el 
documento presentado nue-
vamente en la novena Reu-
nión Nacional del Sector de 
los Trabajadores del Infona-
vit, celebrada a principios de 
octubre. 

José Hernández, miem-
bro de la Secretaría de Bien-
estar Social y Ecología de la 
CTM Sonora, comentó que 
aunque el Infonavit no reci-
be recursos fiscales y se con-
forma como un organismo 
tripartita, eso no lo exime de 
ser transparente.

Desde mayo de 2015, el 
Infonavit es sujeto obligado 
en materia de transparencia 
por parte del INAI.

Para Francisco Javier 
Acuña, comisionado del INAI, 
el Infonavit ha logrado evadir 
mecanismos de rendición de 
cuentas.

Reconoció que a partir de 
la administración de David 
Penchyna, ha habido mayor 
apertura de información pe-
ro aún es insuficiente.
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ING. LUIS FORCÉN A.
Fundador de Inplax / IPQ

Falleció en la ciudad de México el 29 de octubre de 2018.

Gran líder, excelente padre y empresario, fundador de la empresa Inplax / IPQ. 
Sus ex colaboradores, la familia Plastek y la familia Prischak, lo recordamos por la 

huella que dejo como pionero en el sector de plásticos, marcando siempre 
su actividad industrial con un gran sentido social y humano.

Q.E.P.D

Ofrecemos al Señor nuestra sincera oración por nuestro querido 

Ing. Luis Forcén A.
Rogamos pronta Paz a hijos y familiares.

a finales del mes de octubre, 
el precio de la mezcla llegó 
a 77.73 dólares por barril, un 
nivel máximo en casi cua-
tro años.

En 2015, México recibió 
importantes pagos de estas 
coberturas que ascendieron 
a un récord de 6 mil 400 mi-
llones de dólares, después de 
que la Organización de Paí-
ses Exportadores de Petró-
leo (OPEP) emprendiera una 
guerra por la participación de 

mercado que provocó fuertes 
caídas a nivel global en el pre-
cio del crudo.

En 2009, después de la 
crisis financiera global, Mé-
xico obtuvo 5 mil millones de 
dólares, mientras que en 2016 
este beneficio ascendió a 2 
mil 700 millones de dólares.

Según información pre-
via, en el mes de mayo, Méxi-
co habría estado solicitando a 
las contrapartes cotizaciones 
de coberturas petroleras.

 La mayor parte de las compras de las coberturas petroleras 
2019, se hicieron en el segundo segundo trimestre de 2018.


